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			Al socaire de un sistema económico que cuenta con estructuras nacionales e internacionales cada vez más complejas, en el que las transacciones económicas y financieras se ejecutan con sorprendente inmediatez y a escala mundial, han ido apareciendo nuevas formas de delincuencia económica y, sobre todo, se han perfeccionado los sistemas de ocultación de las conductas delictivas tradicionales. Hace años que los delincuentes se han dado cuenta de las ventajas que les aportan la globalización y la innovación tecnológica y han llegado a utilizar con maestría los circuitos por los que transitan sus beneficios, sirviéndose de diferentes mecanismos, de los más sencillos y, con frecuencia, más eficaces, a los más sofisticados, para impedir el descubrimiento de los delitos y ocultar las ganancias ilícitamente obtenidas.

			Decía el periodista y escritor uruguayo Eduardo Galeano que «la economía mundial es la más eficiente expresión del crimen organizado». Una afirmación en apariencia desmedida y que, sin embargo, resulta muy reveladora de una delincuencia que ha invadido la actual economía globalizada, limitando su eficacia y competitividad, y ha contaminado el sistema financiero, cuyos circuitos utiliza para disfrutar de los beneficios obtenidos. Así, puede asegurarse que en las últimas décadas la delincuencia económica se ha transformado en una economía de la transgresión o, incluso, como la denominan algunos autores, en una verdadera «economía del crimen», que se funde con la economía legal en la medida en que no hablamos ya de algo extraño al propio sistema financiero, sino de una parte indispensable del engranaje económico mundial, con una preocupante particularidad, y es que no se trata de procedimientos exclusivos o restringidos a grandes organizaciones. Los circuitos de la criminalidad están hoy al alcance de cualquier persona, mejor o peor formada: creación de sociedades instrumentales, celebración de contratos simulados, instrumentalización de contratos bancarios, préstamos, operaciones de inversión y desinversión en los mercados de valores mundiales, utilización de paraísos fiscales… servicios a disposición de cualquier persona y que serán convenientemente ofertados, siempre, claro está, que el interesado disponga de los fondos necesarios.

			Asimismo, resulta alarmante que en los últimos años la criminalidad organizada se haya visto atraída por la comisión de nuevos delitos económicos, especialmente los relacionados con el fraude fiscal a gran escala y con la corrupción, quizá porque presentan mayor sofisticación y —todavía y lamentablemente— menor reproche social que los tradicionalmente asociados con la delincuencia organizada (tráfico de drogas, de armas, de seres humanos o terrorismo) y porque las ganancias obtenidas se encuentran potencialmente más a resguardo de las acciones represivas penales que las procedentes de estos delitos. 

			Hablando de reproche social, me parece especialmente lúcida la reflexión de Fernández Steinko de que, como regla general, «cuanto más baja sea la tolerancia frente al delito y más eficaces los esfuerzos del Estado y de la opinión pública para combatirlo, más recursos tendrán que movilizar los delincuentes para cometerlas». En todo caso, la intolerancia ante la delincuencia económica organizada no se agota en este más que positivo efecto, sino que, especialmente respecto de los delitos de corrupción, trasciende lo estrictamente económico. Más allá del enriquecimiento de unos y el empobrecimiento de otros, la preocupación por la corrupción nace de la certeza de que con ella disminuye la confianza de los ciudadanos en unas instituciones que esta delincuencia pervierte poniendo a su servicio. Y cuando la corrupción alcanza dimensiones muy profundas en una sociedad acaba manifestándose a través de lo que algunos autores han denominado el «síndrome general de apatía y desafección políticas», que puede afectar negativamente a la calidad de la democracia produciendo una deslegitimación de sus instituciones y, por ende, del propio Estado de derecho. 

			Al estudio de esta nueva delincuencia económica es a lo que Fernández Steinko consagra esta magna y excelente obra, que aborda el fenómeno de lo que él denomina la «economía ilícita» en España desde un ambicioso enfoque multidisciplinar que le permite ir desentrañando los numerosos interrogantes que plantea la delincuencia económica en España.

			La obra parte de un exitoso intento de definir y clasificar los delitos económicos o, como los denomina el autor con más precisión, los «delitos con finalidad lucrativa», pues indaga también en las razones que mueven a las personas a delinquir, distinguiendo entre delincuentes «de cuello blanco» y «de cuello azul», procedente cada grupo de universos sociales distintos y ambientes delictivos diferenciados, pero con importantes interconexiones criminales. 

			Tras esta primera parte, Fernández Steinko explica con rigor cómo nace el dinero ilícito, las conductas que lo generan, la forma en que circula, el entorno social en que se incuba o los recursos de que disponen los delincuentes como paso previo para, en palabras del autor, «reconstruir el ecosistema de la economía criminal y descifrar el misterio del blanqueo». Este marco permite al autor ir ajustando cuentas con los distintos ilícitos económicos, desde la corrupción a la extorsión y los secuestros (de triste vigencia en la España que va de 1980 a 2010) pasando por las estafas, el narcotráfico, los robos y hurtos, la prostitución coactiva y el tráfico de armas. 

			Los beneficios obtenidos por la economía ilícita son, por su propia esencia, difícilmente cuantificables aunque se presumen, desde luego, inmensos, sobre todo, como ironiza Woody Allen, «teniendo en cuenta que estas organizaciones gastan muy poco en equipar oficinas». A esta titánica tarea de cuantificar las ganancias de la economía delictiva en sus múltiples facetas (tráfico de armas, prostitución, narcotráfico, estafas…) dedica el autor buena parte de sus esfuerzos y lo hace con una precisión y un rigor que difícilmente se encuentran en otros abordajes previos de esta cuestión, llegando a la conclusión de que más del 90 % de la renta ilícita española nace actualmente de doce conductas tipificadas en el Código Penal, seis de cuello blanco, a saber: la evasión fiscal punible, el desvío de subvenciones, la malversación, los delitos contra la ordenación del territorio, el pago de cohechos y las diferentes estafas; y otras seis de cuello azul: el narcotráfico, los grandes robos y hurtos, el contrabando de productos del tabaco, la prostitución coactiva y el tráfico de armas no declaradas.

			Fernández Steinko consagra la tercera parte de la obra a estudiar la circulación de activos, esto es, el problema que presenta el blanqueo de capitales. En esta parte, el autor, tras analizar someramente la trascendencia de algunas cuestiones sustantivas que plantea el delito de blanqueo de capitales en España, como el llamado «autoblanqueo» y la compatibilidad del delito de blanqueo con el delito fiscal, se adentra en la generación de los fondos ilícitos, su circulación, distinguiendo las peculiaridades que presenta el blanqueo según su diferente procedencia ilícita (malversación, cohecho, estafa, narcotráfico, contrabando, prostitución…) y su ulterior transformación. En este punto, Fernández Steinko emprende un minucioso análisis del consumo ilícito, tanto de dinero como de inversión en bienes de consumo duradero tales como inmuebles, joyas o vehículos y las inversiones en el sistema financiero, prestando especial atención al papel que desempeñan bancos y otras instituciones financieras en el proceso. La obra no se olvida de la organización delictiva del blanqueo, con un preciso estudio de las tramas delictivas, los vínculos entre sus integrantes o su funcionamiento y duración, deteniéndose en la identificación de la geografía criminal de este fenómeno delictivo que, como concluía el Consejo Europeo (Tampere, 1999), «está en el centro mismo de la delincuencia organizada y debe erradicarse allí donde se produzca».

			El trabajo que presenta el profesor Fernández Steinko se nutre de un amplísimo número de fuentes que incluye una extensa bibliografía, documentación judicial con los hechos probados de cientos de resoluciones judiciales, la consulta de innumerables bases de datos y entrevistas con un extenso número de personas involucradas de muy distinta forma en el fenómeno criminal económico, que incluye a inspectores de Hacienda, interventores, criminólogos, profesionales del derecho, cargos políticos y administrativos, empresarios, miembros de consejos de administración de instituciones financieras, vendedores, agentes inmobiliarios, periodistas y hasta delincuentes que han cumplido penas. Todo ello permite una descripción muy completa de los flujos ilícitos en todo el territorio español y termina por ofrecer una visión de conjunto que abre líneas de investigación para los criminólogos que en el futuro persigan hacer un seguimiento continuado y preciso de la evolución de la economía ilícita en nuestro país.

			Se trata, en suma, de un trabajo titánico que destila unos profundos conocimientos sobre una materia casi inabarcable y que revela incontables horas de estudio, investigación, análisis de datos y documentación, llamado a ser un referente de consulta en muy diversos planos, desde luego el económico, pero también el sociológico, el criminológico y hasta el sustantivo penal, y que destaca entre las numerosas propuestas doctrinales por compendiar el rigor dogmático con un indudable interés práctico, viniendo así esta ambiciosa y muy recomendable obra no solo a detectar un vacío bibliográfico, sino a colmarlo con creces.

		


		
			FINALIDAD Y AGRADECIMIENTOS

			La economía ilícita ha incursionado como una herida en la vida de los españoles. Los medios, los debates parlamentarios y el mundo editorial remiten a la sangre roja de la malversación, de la corrupción urbanística, de la financiación ilegal de partidos políticos o del blanqueo de capitales, una sangre que ha derribado gobiernos locales, regionales o incluso algún gobierno estatal. La literatura y el cine exploran el filón comercial de las «inmensas fortunas del narcotráfico» o de las «organizaciones criminales» dedicadas al tráfico de personas con fines de explotación sexual. Y los grandes delincuentes fiscales ocultan sus fortunas ilícitas fuera del país sin llamar la atención en momentos de apremiante necesidad de recursos públicos para abordar las consecuencias de la crisis de 2008 primero, y de la pandemia de la covid-19 después. 

			La luz natural apenas penetra en el mundo de la delincuencia económica, un mundo habitado por la doble moral, la inconfesión y la palabra falseada que se resiste a su exploración racional. La confusión entre realidad e interpretación, entre conocimiento e intuición, entre lo que es y lo que podría o debería ser, entre ficción y realidad proliferan como malas hierbas, como si no pasara nada, como si estuviéramos hablando de literatura antes que de realidades como puños y con graves consecuencias para la creación de un orden civilizado. Lo que tiene el lector entre sus manos no es un relato más o una nueva sucesión de hipótesis encadenadas. Se trata de una reconstrucción de los procesos de generación de activos ilícitos en España y de su andadura por el cosmos de su sistema económico y social utilizando fuentes primarias: casi medio millar de «hechos probados» en sentencias judiciales, así como más de cien entrevistas directas (véanse los apéndices I y II en www.ucm.es/afsteinko), a lo que se suma una vasta bibliografía que ha pasado el filtro de investigadores solventes. La mayor parte de los entrevistados no podían ser los autores del relato vigente, pues de lo que se trataba era justamente de contrastarlo con la realidad. Así pues, son toda clase de actores —desde ex-delincuentes hasta secretarios judiciales y juristas, desde empresarios, técnicos y cargos políticos hasta miembros de organizaciones no gubernamentales, desde dependientes hasta camareros— que, muchas veces sin saberlo, son quienes han estado más cerca de los manantiales por los que brotan los activos ilícitos y de las torrenteras por las que estos circulan o son «blanqueados». 

			Una economía ilícita no es un fenómeno exclusivamente económico o criminológico, sino que también tiene un fuerte componente jurídico-doctrinario y grandes dosis de sociología, de psicología y de historia social y política. Además, obliga a hablar mucho de números, pues, como se ha vuelto a demostrar con la pandemia de la covid-19, no es posible dimensionar y abordar la solución de un problema sin algún tipo de cuantificación. Aunque si se habla de números hay que advertir tres cosas: en primer lugar, que las cifras propuestas son, casi todas, provisionales, un primer paso que pretende invitar a la realización de investigaciones adicionales que conduzcan a cálculos renovados. Esto no puede ser de otra forma dada la vocación científica de este trabajo y  más si se tiene en cuenta que el de la ilegalidad es un espacio en constante mutación y extremadamente difícil de explorar en lo cuantitativo. Lo que se ofrece aquí, más que unos datos definitivos, es un esqueleto coherente sobre el que ir colgando nuevos hallazgos, cálculos y conclusiones. En segundo lugar hay que advertir que los números no solo son puntos de llegada, sino también apoyaturas metodológicas para diseccionar realidades muy fluidas y plagadas de imprecisiones conceptuales y «síntesis creativas», pero que se pueden abordar mucho mejor recurriendo también —aunque no solo— al bisturí de las matemáticas. Y finalmente, que antes de empezar a contar hay que definir la unidad, saber qué es lo que se está cuantificando exactamente, lo cual obliga a organizar un intenso intercambio entre números, conductas y cosas, incluidas sus respectivas historias y genealogías. Cuando se pretende dar una visión coherente y de conjunto, como en este caso, se acumula inevitablemente una cantidad considerable de material. Su volumen es tal que no tiene cabida íntegra en papel sin que la publicación engorde en exceso haciendo imposible la agilidad con la que las editoras y yo pretendemos que estas páginas se muevan por las sociedades española y latinoamericana. La solución que hemos encontrado es colgar una parte de dicho material —los cálculos detallados para llegar a las cifras, las tablas, los ejemplos y una serie de comentarios adicionales importantes— en www.ucm.es/afsteinko. Es un material de libre acceso que amplía en un 50 % la información contenida en estas páginas y se puede leer de forma independiente, aunque solo se puede llegar a comprender plenamente a partir del relato nuclear vertido en el libro. 

			Lo que desde luego no va a encontrar aquí el lector son alusiones a partidos políticos o a personajes que sigan vivos, y si en algún caso no es así, es porque ha sido técnicamente imposible identificarlos de otra manera. El centro de la argumentación lo constituyen los «casos» o «tramas» codificados con su número de sentencia (por ejemplo, AN 67/2017), y cuando es necesario hacer alusión a imputados individuales intentamos siempre referirnos a ellos de forma genérica como «político autonómico» o «gran narcotraficante radicado en Madrid». El objetivo de un trabajo como este no es denunciar o hacer visibles a determinados personajes, instituciones o incluso casos individuales, sino explorar los fenómenos delictivos de forma agregada con el fin de intentar destilar sus causas, su distribución geográfica o el perfil sociológico antes que individual de sus grandes y pequeños protagonistas. Con ello no solo queremos proponer un modo más estructural de abordar los fenómenos delictivos con el fin de conocerlos y aislarlos mejor: queremos quitarle inquina al enfrentamiento político-partidario que hoy impide arrostrar los problemas del país y sus posibles soluciones de manera racional, sistemática y consensuable. De la misma forma que la sociedad española tiene derecho a que la pandemia de la covid-19 sea abordada a partir de la información que aporta el conocimiento científico y la deliberación racional, también tiene derecho a tener una visión lo más ilustrada y libre de mezquindades posible de su parte más oculta e inconfesable. Invitamos al lector a que haga un recorrido por sus catacumbas confrontándola con su compleja realidad social, una invitación que viene de la mano de una propuesta de regeneración moral y normativa. No es posible hacerlo mirando a través del prisma enturbiado de la pequeña política de partidos que estrecha los horizontes y bloquea la conformación de los grandes consensos que requiere esta clase de iniciativas. 

			La fuerte carga normativa de los temas, la falta de consistencia de las fuentes disponibles y la abundancia de relatos penales y de «enemigos apropiados» estuvieron a punto de hacer naufragar este trabajo nada más soltar amarras. Fue el catedrático de Derecho Penal de la Universidad de Málaga, José Luis Díez Ripollés, quien lo salvó de estrellarse contra las rocas recomendándome el uso de los «hechos probados» en las sentencias judiciales como fuentes primarias. A partir de ese momento el proyecto empezó a navegar cada vez más seguro empujado por el velamen del programa Excel, en el que fuimos recogiendo, una a una, toda la información —económica, sociológica, geográfica etc.— contenida en los hechos probados y que configuraría el esqueleto de este collage de la economía ilícita española: a José Luis va dirigido, por ello, el primero de mis agradecimientos. 

			El segundo va dirigido a las casi 130 personas entrevistadas. Dadas las características del objeto investigado, muchas de ellas prefieren permanecer en el anonimato, pero sin la paciencia y la generosidad con la que contestaron a mis incisivas preguntas, correos electrónicos y llamadas telefónicas, el resultado habría sido otro muy distinto. Mi tercer agradecimiento va para los profesores Peter Reuter, Mike Levi, Letizia Paoli y Nikos Passas. Sus trabajos me desvelaron la extraordinaria solidez de una criminología que se abre camino a pesar de todo en la manigua de las interferencias normativas y discursivas que plagan el ambiente. A pesar de sus trabajos y el de otros investigadores, la criminología sigue siendo considerada injustamente una segundona que tiene que pedir permiso para ir al baño. El rigor y la riqueza de la obra de estos autores, y de muchos otros, sus aportaciones desde el ámbito de la economía, la sociología o las ciencias de la cultura la empujan a hacerse mayor demostrando lo mucho que se puede avanzar en el conocimiento del universo del delito. Mi cuarto agradecimiento va dirigido al personal de la biblioteca de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociología de la Universidad Complutense de Madrid, que me proporcionó todos y cada uno de los libros, referencias y artículos que fui pidiendo a lo largo de los años, muchos de los cuales tuvieron que hacer un largo viaje desde bibliotecas de todo el mundo hasta mi anhelante escritorio. Siempre llegaban bien y más pronto que tarde, lo cual me permitió seguir cavando en los linderos del conocimiento y de la duda de la mano de estas bibliotecarias, pues son ellas las que me proporcionaron los aperos requeridos para hacerlo. Mis amigos y colegas Maria Böhm y Pablo Galain estuvieron en los primeros años de esta larga andadura, cuando compartimos las laberínticas bibliotecas del ahora llamado «Instituto Max Planck para la Investigación de la Criminalidad, la Seguridad y el Derecho» ubicado en Friburgo (Alemania). Me transmitieron la alegría y el gozo de la ciencia, de la discusión y del estudio de un campo que por aquel entonces aún me resultaba bastante ajeno, así como su infatigable entusiasmo en la organización de encuentros, congresos, cursos y coloquios en Europa y América Latina. También ellos fueron importantes para la navegación de este proyecto porque me permitieron familiarizarme más rápidamente con algunas de las grandes discusiones penales y criminológicas del momento facilitando un avance menos titubeante. 

			Y, por fin, mi agradecimiento a Isabel, que creó las condiciones prácticas y emocionales para que me pudiera dedicar durante más de diez años a «contar chorizos» en medio de un ambiente laboral adverso y con bastante más de 200 estudiantes universitarios que atender todos los años. La tranquilidad, el silencio y la regularidad que arroparon las interminables horas delante del ordenador después de agotadoras sesiones docentes, y que fueron esenciales para abordar una tarea de tan largo recorrido, habrían sido totalmente imposibles sin ella. 

			Madrid, noviembre de 2020 

		


		
			ABREVIATURAS

			Las abreviaturas listadas aquí solo se refieren a aquellas que no se especifican expresamente en la bibliografía (por ejemplo FATF por Financial Action Task Force). 
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			1. LOS DELITOS CON FINALIDAD LUCRATIVA

			Un crimen no es un meteorito que cae sobre la tierra. No es una conducta cualquiera, como un paseo en barca. Se trata de una acción social considerada particularmente dañina, razón por la que es incorporada al CP asociándola a una sanción importante. Al hacerlo, los legisladores intentan influir en los comportamientos de los ciudadanos, y la criminalización no es sino una especie de «etiquetado» selectivo de conductas (Howard Becker). Evidentemente, el bien y el mal no son realidades absolutas. El etiquetado no lo dictan la naturaleza o el cielo, sino las convenciones, los acuerdos y los proyectos políticos y sociales. Entonces, ¿quién pone las etiquetas y en función de qué criterios? ¿Quién define exactamente los daños que pueden causar determinadas conductas como para que parezca razonable etiquetarlas? ¿Qué es lo que se quiere preservar tipificándolas como «delitos»? «El derecho penal representa el sistema de bienes y servicios que deben protegerse a ultranza contra quienes se marginan de la convivencia activa o quedan marginados por los resquicios injustos que presenta una estructura social» (Federico Carlos Sainz de Robles). ¿Pero quiénes están exactamente detrás de ese «se» impersonal que pone las etiquetas? Sin duda, aquella parte de la sociedad política o normativamente hegemónica que consigue convencer —a veces imponer— al resto de que su propuesta sobre lo que debe protegerse con leyes penales es la más próxima al interés general. El derecho a la vida, la salud de las personas, la Hacienda pública, el patrimonio histórico-natural o el buen funcionamiento de la Administración y del mercado son algunas de las cosas susceptibles de ser protegidas con esta clase de leyes.

			Conductas y delitos son, por tanto, cosas muy distintas, y aunque no todas las conductas son crímenes, todos los crímenes son necesariamente conductas. Aquellas son realidades, acciones empíricamente observables, mientras que los segundos expresan la valoración que una sociedad hace de dichas acciones en un contexto determinado. Sin embargo, con mucha facilidad conductas y delitos son confundidos y muchas veces hay una intención política deliberada que induce a dicha confusión, pues la tentación de tratar la valoración moral de una conducta como algo objetivo, neutro y natural es muy grande. Hacerlo permite obviar el siempre espinoso problema del poder, el hecho de que determinados grupos sociales tienen más capacidad de imponer un determinado criterio normativo —poner determinadas «etiquetas»— que otros. Tratar un delito de tal forma que parezca tan objetivo como una conducta, como la caída de un meteorito o como el paseo por un parque, expresa y a su vez genera poder, capacidad de decisión sobre una parte importante de la vida social, y el proceso de etiquetado es un reflejo de las relaciones de poder. Pero las sociedades tienen que esforzarse, a pesar de todo, en separar conductas y delitos, pues solo si consiguen discernir entre realidad objetiva y discurso normativo, entre enemigos reales y enemigos imaginarios, entre lo que es y lo que unos y otros consideran que debería ser, podrán acceder a una visión real y certera de sí mismas. 

			Todo esto tiene más validez, si cabe, cuando se abordan los delitos con finalidad lucrativa, que son los que vamos a explorar aquí, seguramente porque los fenómenos económicos siempre ocupan un lugar privilegiado en cualquier espacio social. Pueden generar beneficios importantes para el delincuente, pero no siempre es fácil saber quiénes son sus perjudicados. Muchas veces los afectados no son personas individuales que puedan denunciar los hechos, sino bienes jurídicos abstractos y generales. ¿Qué repercusión tiene sobre la vida de una persona un delito cometido contra la Hacienda pública como para que decida denunciarlo? ¿Qué categoría normativa le debemos atribuir exactamente a la Hacienda pública como para poder incriminar las conductas que atentan contra ella? La pregunta admite muchas respuestas en función del valor que se otorgue a cuestiones tales como la solidaridad, la justicia social o el interés general. 

			La valoración cambiante de muchas conductas con finalidad lucrativa se refleja en penas y períodos de prescripción desiguales1. En España, la corrupción urbanística —los llamados «delitos contra la ordenación del territorio»— se criminaliza menos que otras conductas corruptas como la malversación de caudales públicos o el narcotráfico, probablemente debido al modo que ha tenido la sociedad española en las últimas décadas de relacionarse con su propio patrimonio inmobiliario, histórico-artístico y paisajístico2. En Estados Unidos, con una historia política fuertemente marcada por el liberalismo económico, las conductas económicas más denostadas son las que atentan contra el funcionamiento del mercado. Sin embargo, en Suecia, un país con un Estado de bienestar que durante décadas ha conseguido reafirmarse frente a las fuerzas del mercado y que goza de un alto grado de legitimidad, los delitos contra la Hacienda pública están más estigmatizados y son castigados más duramente3. El grado de criminalización de este grupo de conductas resulta ser, así, un fino indicador de realidades sociopolíticas y culturales que influyen directamente en los sistemas penales4. 

			Clasificación de los delitos con finalidad lucrativa

			Las conductas generadoras de ingresos ilícitos no están agrupadas en una sola categoría, y el término «delitos económicos» utilizado en el ámbito jurídico-penal no es el único ni necesariamente el mejor para describirlas. Tal como están definidos hoy en España incluyen aquellos delitos que atentan contra el llamado «orden económico», contra aquello que el legislador entiende como el funcionamiento de la producción, de la distribución y del consumo de bienes y servicios5. Esta visión deja fuera muchas conductas de gran relevancia económica, tales como la corrupción y no pocos delitos de cuello azul como el narcotráfico, pues parece que el legislador considera que no atentan de la misma forma contra el orden económico6. En general, los códigos penales organizan las conductas delictivas siguiendo una terminología y una lógica jurídico-normativa que no siempre coincide con la lógica económico-delictiva, que es la que aquí nos interesa7.

			Vamos a explorar aquellas conductas que, tipificadas en cualesquiera de los títulos del Código Penal español, generan beneficios económicos para los delincuentes8. Las vamos a llamar «delitos con finalidad económica» o «lucrativa» —en inglés, profit-driven crimes o también crimes for gain—. Este término pone el acento en el objetivo económico de los delincuentes, sin que el lucro tenga que ser siempre y necesariamente su única finalidad. En realidad, su objetivo no es la generación de ingresos económicos sin más, sino de beneficios, de rendimientos netos generados una vez descontadas las inversiones delictivas, que incluyen no solo cantidades económicas sino también la creación de redes sociales y políticas, por ejemplo.

			Ponemos el término «beneficios» o «rendimientos» entre comillas porque la economía ilícita no es una copia en negro de su contraparte lícita; no funciona siguiendo la misma lógica. En contra de lo que sugiere la llamada «teoría económica del delito», las motivaciones y los procedimientos de cálculo económico utilizados en el mundo clandestino difieren considerablemente de los de la economía legal9, porque mientras en esta última domina la racionalidad económica, en el mundo de lo ilícito reina la racionalidad delictiva como monarca absoluta, es decir, el intento de evitar la interceptación, sea cual sea el coste económico que esto conlleve, una racionalidad a la que siempre queda subordinada la lógica económica y que, por su parte, está expuesta a un sinfín de influencias institucionales, culturales y normativas. Es verdad que los «gastos» y los «beneficios», por ejemplo, también tienen presencia en este grupo de conductas, pero la clandestinidad, la opacidad en las formas de cálculo y el modo de recuperación de las inversiones transforma dichas categorías contables hasta hacerlas a veces irreconocibles. 

			Además, el objetivo de cosechar un beneficio o un lucro económico no tiene por qué ser siempre el único, ni siquiera el más importante. Las teorías económicas basadas en un utilitarismo vulgar sostienen lo contrario, y muchas veces se pierden en la elaboración de modelos matemáticos que no acaban diciendo nada. Algunos delincuentes no pretenden lucrarse personalmente con esta clase de conductas, sino financiando organizaciones políticas o grupos terroristas, ayudando a familias necesitadas o atenuando situaciones socialmente críticas, como sucede con las subvenciones desviadas que no acaban en los bolsillos de alcaldes de localidades con mucho desempleo, sino en los de las familias desempleadas que no pueden justificar peonadas suficientes para percibirlas10. Es verdad: siempre interviene de alguna manera la riqueza, pero los objetivos de las conductas económicas ilícitas pueden llegar a ser tan variados y complejos que es preferible no poner su explicación en manos de la lógica económica, tal y como la conocemos, del mundo de la legalidad. 

			Los delitos con finalidad lucrativa se comprenden mucho mejor si se clasifican no en función de una lógica jurídica, sino en función de una lógica económico-social. Esto obliga a puntualizar algunos términos para poder comprender la particularidad de cada uno de ellos y para poder dimensionarlos económicamente con un mínimo de realismo. El stock es el valor de toda la riqueza, mueble e inmueble, acumulada a lo largo de los años precedentes, y su parte ilícita es aquella generada con conductas ilícitas. Se va sumando año tras año, aunque también va menguando con su consumo, su destrucción y su amortización económica. Pero la «renta ilícita» —o también los «ingresos económicos ilícitos»— representa el flujo de riqueza ilícita nueva generada a lo largo de un año en curso, un flujo que se va sumando al stock neto creado en años anteriores. El PIB ilícito anual de un país equivale entonces a la suma de todos los flujos económicos generados con conductas ilícitas durante un año determinado, flujos que se suman al stock neto de activos ilícitos acumulados en años anteriores11. 

			A petición de las autoridades judiciales canadienses, el criminólogo Thomas Naylor ha hecho un intento de clasificar los delitos con finalidad lucrativa en función de su efecto sobre el PIB, sobre el stock de riqueza de un país y sobre otros aspectos relevantes12. Se pueden agrupar en tres categorías: 1) los delitos predatorios —predatory crimes—; 2) los delitos basados en transacciones mercantiles —market-based crimes—; y 3) los delitos comerciales —commercial crimes— (véase la vertical de la tabla 1, así como su explicación detallada en el comentario 1). Esta taxonomía no siempre es excluyente, pues hay delitos clasificables en dos grupos a la vez, aunque permite dar pasos importantes en el esclarecimiento de estas conductas y de sus efectos económicos agregados. La propuesta de Naylor demuestra, entre otras cosas, que no se puede afirmar de forma genérica que las conductas con fines de lucro frenen el crecimiento económico por el simple hecho de ser ilegales, una afirmación ya criticada en la década de 1960 pero que últimamente vuelve a estar muy extendida13. Esta afirmación se basa en la premisa —simplista y moralizante— de que el crecimiento económico es un indicador de progreso social sin más, con lo cual todo lo que sea ilícito tendría que frenarlo necesariamente por el simple hecho de serlo. Al crecimiento económico se le atribuye así la categoría de «indicador moral» del desarrollo social: lo que lo favorece sería siempre y en todo caso bueno; lo que lo frena, como las actividades ilícitas, sería todo lo contrario.

			Las cosas no son tan simples. Aunque los delitos siempre degradan la convivencia y perjudican a una parte de la sociedad, las instituciones y la convivencia, así como su sistema político o su Hacienda pública, y aunque los perjudicados son, a veces, abstractos hasta hacerse casi invisibles —el medio ambiente, la Hacienda pública—, esto no quiere decir que la erosión o la destrucción ilícita de estos últimos en beneficio del lucro privado tenga que frenar necesariamente el crecimiento del PIB. Hay muchos casos de países en los que no se respetan las leyes o en los que estas apenas existen, pero que precisamente por ello pueden llegar a crecer muy rápido a causa, por ejemplo, de una mayor competitividad de sus empresas alimentada por una ausencia de normativas ambientales o fiscales o por el incumplimiento de las existentes. El crecimiento económico es una medida estadística moralmente ciega y no un indicador de progreso social, con lo cual no hay una, sino muchas formas distintas de crecer. Se puede crecer con un índice de criminalidad y corrupción tanto elevado como bajo, de forma ambientalmente sostenible o no; el crecimiento puede generar desi­gualdad social o todo lo contrario; puede estar asociado a una destrucción neta de la fuerza de trabajo o favorecer su reparación, ampliando, incluso, las capacidades laborales de su población activa, etc. La economía crece en todos los casos; la cuestión es durante cuánto tiempo y a qué coste a medio y largo plazo14: el crecimiento sostenible trabaja con horizontes temporales más amplios y el insostenible se resuelve en la medición del corto plazo. 

			Cuello blanco o cuello azul

			En la horizontal de la tabla 1 figura una distinción entre delitos de «cuello blanco» y de «cuello azul» que requiere de una explicación. La expresión «cuello blanco» —en España se habla también de «delitos de caballeros», «delitos de guante blanco» o «delitos de salón»— forma parte de un proceso de regeneración de la criminología que se inició hacia principios del siglo XX, y que pretendía llamar la atención sobre la dañosidad y la invisibilidad de determinadas conductas con finalidad económica llevadas a cabo por los sectores más influyentes de la sociedad. 

			El primero en hacerlo fue el criminólogo holandés Willem Bonger. En su tesis doctoral Criminalité et conditions économiques, defendida en la Universidad de Ámsterdam en 1905, demostró la necesidad de desvincular la comisión de delitos económicos de las características antropológicas y psicológicas de la población o de determinados individuos. En su lugar proponía asociar dichas conductas a la necesidad que tienen los empresarios o propietarios del capital de generar y acumular activos de manera continuada con el fin de evitar sucumbir a la competencia, una necesidad que debilitaría sus posibles actitudes altruistas y solidarias, así como una hipotética predisposición natural a respetar la legalidad. Este enfoque, que conecta con la teoría de Schumpeter del empresario innovador que rompe el equilibrio estacionario para cosechar beneficios extraordinarios, en este caso por medio de conductas ilícitas, lo llevó a establecer una distinción entre «delitos de calle» y «delitos de salón» —crimes in the streets y crimes in the suites— que todavía está en uso15. 

			Sin embargo, fue el norteamericano Edwin Sutherland el que, varias décadas después, acuñaría el término «delitos de cuello blanco» —white-­collar crimes— definiéndolos como «aquellos cometidos por personas con un elevado estatus social que desarrollan conductas delictivas en el ejercicio de su actividad laboral regular»16. La noción de «cuello blanco» no queda circunscrita aquí a determinadas personas, sino que afecta también a sus conductas y acciones, pues para Sutherland hay una relación estrecha entre ambas, porque de la misma forma que las personas solo pueden interactuar socialmente en función de su bagaje cultural, psicológico, económico, etc., los delincuentes solo pueden delinquir en función de los recursos que tienen a su disposición para hacerlo, y cuando disponen de muchos recursos pueden desarrollar operaciones delictivas más importantes y más lucrativas que cuando no disponen de ellos. Cuando dichos actores forman parte de los equipos de gestión de empresas legales, o cuando incluso son sus propietarios y accionistas, pueden acceder a los recursos de aquellas con el fin de utilizarlos para cometer delitos17. Esto quiere decir que «si se pudiera demostrar que los delitos de “cuello blanco” son frecuentes, no habría más remedio que considerar errónea la teoría según la cual el delito tiene su origen en la pobreza y en las patologías relacionadas con ella. Es más: el delito de “cuello blanco” puede ayudar a identificar aquellos factores que, siendo comunes a los delitos de los ricos y de los pobres, tienen un mayor poder explicativo para una teoría general de la conducta delictiva»18. 

			Pero Sutherland pretendía explicar además algo más sutil que todo esto, algo apenas percibido por la mayoría de los criminólogos, de la opinión pública y de las autoridades de su país: que los procedimientos empleados para definir, detectar, reprimir y también para juzgar los delitos en general —y los económicos en particular— dependen en gran medida de su percepción o de su criminalización social. Esto quiere decir que los de cuello blanco, incluidos sus autores, pueden no ser identificados como peligrosos por la sociedad y por el propio sistema penal a pesar de su gravedad y de su mayor poder delictivo, con lo cual pueden actuar impunemente sin que salten las alarmas. Una menor criminalización no se traduce solo en un régimen de sanción menor, sino también en una menor colaboración ciudadana y mediática a la hora de denunciar unas conductas y otras, por lo que las de cuello azul, al contar con una mayor desaprobación por parte de la población, tienden a ser denunciadas con más facilidad que las de cuello blanco y resultan más fáciles de reprimir.

			Los planteamientos de Sutherland han sido tildados de imprecisos y el término «cuello blanco» sin duda puede y debe ser actualizado19. Pero su obra permitió sensibilizar a la sociedad de la necesidad de no confundir conductas y delitos, sobre el fenómeno de la criminalización social y sobre la conexión entre acciones delictivas y recursos delictivos para poder hacer una evaluación realista del daño potencial que pueden ocasionar unos actores y otros e incorporarlos así al «radar criminológico» (Katja Franko) de una sociedad20. La publicación de su obra en 1949 abrió un nuevo paradigma criminológico de largo recorrido, paradigma que se reactivó con el aumento de la preocupación por la corrupción en la década de 1990 con la publicación de casos de cuello blanco de consecuencias económicas importantes, como los de ENRON y Parmalat, con la proliferación de los delitos contra la ordenación del territorio en los años del boom inmobiliario en España, pero sobre todo tras el colapso de la economía mundial en otoño de 2008 que, al menos en parte, tiene su origen en delitos comerciales ligados a las altas finanzas cometidos por algunos de sus protagonistas más influyentes21.

			Las investigaciones más recientes sobre delincuencia de cuello blanco demuestran, sin embargo, que hoy resulta problemático asociarla exclusivamente a los grupos privilegiados de la sociedad22. Desde la Segunda Guerra Mundial se ha ido configurando una nueva clase media muy importante numéricamente asociada a la administración, a la gestión empresarial y a la actividad profesional autónoma, que dispone de conocimientos técnicos especializados, unos ingresos regulares aunque no necesariamente muy elevados, pero que en la actualidad está en el centro de muchas tramas de cuello blanco. También los sistemas institucionales se apoyan hoy en miles de organizaciones político-partidarias dirigidas por cuadros vinculados al tejido productivo de las PYMES, en el mundo de los autónomos, así como en los niveles locales e intermedios de la administración antes que en los superiores. Los principales recursos de los que disponen estos grupos para cometer tal clase de delitos no son tanto —o desde luego no solo— su excepcional influencia política o unos recursos económicos particularmente elevados, sino conocimientos técnicos, jurídicos y económicos especializados que, combinados con su condición de cuadros políticos medios o de gestores de lo público, les abren muchas posibilidades para delinquir. Son, en definitiva, personas «con un sólido bagaje de clase media»23. Se trata de un segmento de las clases medias muy expuesto al mensaje meritocrático de las sociedades capitalistas contemporáneas, pero también muy numeroso; hay muchos más pequeños y medianos empresarios que miembros de consejos de administración de grandes empresas y directores generales: arquitectos, abogados, concejales y cuadros técnicos vinculados a la Administración local, autonómica y estatal, así como profesionales liberales especializados en asesoría jurídica, fiscal o financiera, pues no han parado de crecer sumando decenas de miles en las sociedades más desarrolladas. Aunque solo una parte muy pequeña de estas personas se vea envuelta en actividades delictivas, su número absoluto puede llegar a ser muy importante, y los países europeos con la mayor cifra de delitos comerciales son también aquellos en los que esta clase media profesional tiene un peso particularmente elevado en su estructura social: Reino Unido, Bélgica, Luxemburgo y Países Bajos frente a países con sociedades tradicionales más extensas como Turquía, Portugal o Grecia24. Con todo, la irrupción de esta particular clase media en el mundo del delito de cuello blanco no contradice las principales tesis de Sutherland, pues, como sucedía en las décadas de 1930 y 1940 con los estamentos más privilegiados de la sociedad, también estos grupos «constituyen (hoy) la parte más respetable de las sociedades occidentales y casi siempre se niegan a reconocer (también) la naturaleza criminal de sus actos»25.

			En el otro extremo de la actividad delictiva se encuentran los delitos «de calle» —street crimes— y finalidad económica: los robos y atracos, las extorsiones y los secuestros, las operaciones de narcotráfico, de tráfico de órganos, de tráfico de mujeres con fines de explotación sexual, etc. Son cometidos preferentemente por personas con un nivel socioeconómico más bajo, tienen un mayor componente de violencia o de amenaza de ejercerla, su victimología es más fácil de identificar aunque sus protagonistas tienen un acceso más restringido a toda clase de recursos dada su menor extracción social, su mayor inestabilidad laboral, su menor nivel educativo y cultural o su escaso peso político y mediático. Todo esto los obliga a conformarse con explorar conductas delictivas que, por lo general, resultan menos lucrativas. El término «cuello azul», utilizado para describirlas, es una simple anteposición, también metafórica, al de «cuello blanco». Ambos están asociados a una forma prototípica de vestir: los de cuello blanco, activos en los espacios terciarios, usarían camisa blanca y corbata, mientras que los de cuello azul usarían mono azul, el símbolo de la industria y del trabajo manual del siglo XX. Lo que diferencia a ambos grupos de delitos es algo parecido a lo que separa a unas clases y grupos sociales de otras: desde los escenarios espaciales y sociales en los que viven y trabajan —suites frente a streets crimes— hasta los recursos de los que disponen sus actores. 

			Vamos a utilizar los términos «cuello blanco» y «cuello azul» para orientarnos en el océano de los delitos con finalidad lucrativa. Sus aguas no fluyen de forma completamente separada de las del resto de la economía, sino que se entremezclan continuamente las unas con las otras. Reflejan el conjunto de la vida y la cultura del país, los modos de producir y de consumir de sus habitantes, los objetivos con los que sueñan cuando no pueden alcanzarlos por vías legales, su escala de valores en cada momento, sus propias contradicciones y ambigüedades morales, la forma que tienen de relacionarse las personas entre sí, etc. Como sucede en el conjunto de la vida social, el hecho de que los delincuentes de cuello blanco y azul procedan de universos sociales distintos y se muevan en ambientes delictivos diferenciados no excluye la posibilidad de que incursionen en los campos contrarios. Tanto unos como otros pueden percibir un cohecho, y algunos delitos como el contrabando de PPT tienen un pie puesto en los despachos, donde se diseñan las operaciones de compra y transporte de grandes cantidades de cigarrillos, y otro en la calle, donde se distribuyen dichos cargamentos entre sus compradores finales. El desarrollo tecnológico tiende a aproximar cada vez más los espacios terciarios a los «de calle», lo cual difumina en parte la distinción entre cuello blanco y cuello azul. 

			Con todo, los objetivos que persiguen unos pagadores y otros de cohechos, así como el valor de las dádivas o las formas de pago empleadas, son distintos dependiendo del color del delito. En el primer caso, el pagador lo hará para desviar caudales públicos hacia bolsillos privados o para desproteger ilegalmente un solar de uso público. En el segundo lo hará para evitar que un agente de policía se persone en un punto de desembarco y un día determinado: todo es corrupción, pero cada una tiene un «color», su propio ADN humano, social e incluso geográfico (véase la tabla 5). Algo parecido sucede con el blanqueo de capitales, que también tiene cabida en ambos espacios delictivos sin que por ello caigan las barreras sociales que los separan. Cuando el dinero ilícito a blanquear procede de conductas de cuello blanco, una parte importante del blanqueo tenderá a diseñarse y ejecutarse en despachos de asesores fiscales y gestores de patrimonio, en las oficinas de las sociedades mercantiles, en las sedes de los partidos políticos o en las dependencias de los ayuntamientos y de los gobiernos regionales y estatales. Sin duda, también hay grandes narcotraficantes que demandan servicios de gestión de patrimonio, así como empresarios implicados en casos de narcotráfico, aunque son muchos menos (véanse las tablas 2b y 16). Pero las principales actividades de blanqueo de capitales relacionadas con el narcotráfico no se producen en los despachos: tienen que ver con la recaudación, con el cambio y el transporte de efectivo, con la transferencia de activos a través de las casas de cambio de moneda y con la integración de efectivo en cuentas corrientes (véase la tabla 11)26. Para el blanqueo de cuello blanco hacen falta conocimientos de contabilidad y de derecho fiscal; para el de cuello azul hay que saber organizar equipos y dirigir redes de transportistas de efectivo, conocer el funcionamiento de determinados aeropuertos o saber acercarse a los funcionarios más permeables al cobro de cohechos. Aunque ninguno de estos conocimientos se adquiere en poco tiempo, los escenarios sociales en los que se aprende a delinquir son muy distintos. 

			Los recursos delictivos

			Como regla general, se puede decir que cuanto más baja sea la tolerancia frente al delito y más eficaces los esfuerzos del Estado y de la opinión pública por combatirlo, más recursos tendrán que movilizar los delincuentes para cometerlas: tendrán que pagar cohechos más elevados, utilizar procedimientos más sofisticados, disponer de más redes sociales, etc. Cuando los delitos contra la ordenación del territorio eran poco criminalizados en España, incluso actores poco conocedores de la administración municipal y con pocos recursos culturales pudieron poner en marcha operaciones de malversación y de corrupción urbanística multimillonarias sin arriesgarse demasiado. A partir de 2008 el disco empezó a moverse en dirección contraria: se crearon más fiscalías anticorrupción, los medios de comunicación empezaron a denunciar situaciones y aumentó la criminalización social de estas conductas, con lo cual, solo aquellos con más y mejores recursos pudieron mantenerse durante más tiempo en los escenarios del delito. En el comentario 2 explicamos qué entendemos exactamente por «recursos delictivos», un término central para comprender las dinámicas de la delincuencia económica y que conforma el esqueleto de nuestro análisis. 

			Algunos recursos susceptibles de ser utilizados para cometer delitos —por ejemplo, las redes sociales— forman parte del patrimonio personal y familiar de cada uno. Otros pueden adquirirse en el mercado —por ejemplo, servicios de asesoramiento contable destinados a cometer delitos contra la Hacienda pública— y otros tantos pueden formar parte del acervo —tangible e intangible— depositado en las organizaciones legales o ilegales de las que forman parte los delincuentes: empresas, corporaciones locales, partidos políticos, etc. En estos casos se puede hablar de «crimen organizacional»27 para diferenciarlo del «crimen organizado», un vocablo problemático debido a su fuerte sesgo hacia el mundo del cuello azul que abordaremos al final28. Todos estos recursos son aditivos, es decir, es posible sumar los de tipo económico, los políticos o aquellos simbólicos susceptibles de ser utilizados con fines ilícitos, lo cual permite elevar la escala del delito y la renta ilícita acumulada29. Un alcalde elegido democráticamente, por ejemplo, es el depositario de una cantidad considerable de recursos políticos. Pero si, además, dispone de recursos económicos suficientes puede adquirir medios de comunicación —o financiar nuevas campañas electorales— y destinarlos a reducir la criminalización social de sus actividades de malversación o invertirlos en obras benéficas. Un falsificador de billetes con conocimientos muy especializados en sistemas modernos de impresión solo puede llegar a contratar a un buen diseñador profesional y a un especialista en papel de alta calidad si puede pagarles cantidades elevadas de dinero, pero elevará aún más los recursos delictivos disponibles si además dispone de contactos personales —por ejemplo, familiares— con empleados de la Fábrica de Moneda y Timbre y si además dispone de información privilegiada sobre sus sistemas de seguridad. Cuanto más rico y denso sea el mix de recursos acumulados por los miembros de una trama delictiva, más elevado será su potencial delictivo y, normalmente, más elevados asimismo los rendimientos económicos cosechados.

			Así se desprende claramente de la tabla 2, que recoge el conjunto de recursos acumulados por los 1.496 investigados en 414 juicios y autos por blanqueo de capitales fallados en España entre 1995 y 2017. Se aprecia que hay una correlación muy clara entre los dos grandes grupos de delincuentes —cuello blanco o azul—, los medios que tienen a su disposición las tramas agrupadas en ambos colores y el volumen de ilícitos que unos y otros consiguen generar. Por término medio, los delincuentes de cuello blanco disponen de recursos equivalentes a 6 puntos sobre 8, lo cual les permite generar activos por un valor medio de 20,8 millones de euros por trama. Los de cuello azul, sin embargo, apenas llegan a 3,2 puntos por trama, con los que consiguen generar no más de 3,3 millones de euros de activos ilícitos por término medio. 

			Las tramas con más recursos también incluyen un mayor número de profesionales sensibles al blanqueo, tales como empresarios y gestores de empresas, asesores contables y financieros, alcaldes y concejales, arquitectos y aparejadores o profesionales del sector inmobiliario —«índice de profesionalidad»—. Las de cuello blanco tienen un índice de profesionalidad de casi 7 puntos sobre un máximo de 8 frente a las de cuello azul, que solo llegan a 4,8. Las profesiones sensibles más frecuentes (véase la tabla 2b) son los empresarios y gestores de compañías legales, así como los asesores fiscales y gestores de patrimonio. Pero mientras los primeros aparecen en el 53 % y el 67 % de los casos de cuello banco, solo lo hacen en el 11 % y el 15 % de los de cuello azul, respectivamente, seguidos de los miembros de partidos políticos, de los profesionales del sector inmobiliario y de los alcaldes y concejales. 

			¿Qué lleva a todas estas personas a delinquir, a intentar mejorar su situación patrimonial traspasando el límite de la legalidad? La respuesta es más compleja de lo que parece, y el argumento económico puede llegar a ser reduccionista si no se maneja con cuidado o —aún peor— si se parte de una noción vulgar de lo económico. Sin duda, hay una relación entre economía y delito, pero, como muchas otras cosas que tienen que ver con la economía, esta relación no es lineal ni unívoca. La pobreza no conduce automáticamente al incremento de los delitos con fines lucrativos, ni la posesión de mucha riqueza desincentiva necesariamente las conductas encaminadas a acumular más patrimonio. A pesar de que en casi todas las sociedades las mujeres disponen de menos recursos, cometen muchos menos delitos en general —y con ánimo de lucro en particular— que los hombres, y muchas sociedades pobres dominadas por la escasez no son los sitios en los que hoy se cometen más delitos de este tipo en el mundo30. La respuesta a estas preguntas es compleja y sigue siendo intensamente debatida entre los criminólogos: el lector puede explorar algunas explicaciones en el comentario 3.

			
			
				
					1 En la tabla 7 figuran las penas de cárcel y los períodos de prescripción de los delitos con finalidad económica más importantes en España. 

				

				
					2 Véase capítulo 2.

				

				
					3 Korsell (2015: 93).

				

				
					4 Por ejemplo Babero Santos (1985) y Lacey y Zedner (2012).

				

				
					5 Boix Reig dir. (2017: 296).

				

				
					6 Boix Reig dir. (2017: 296). El término «criminalidad socioeconómica», que se utilizaba en los años 1970, así como en los primeros años de la nueva andadura democrática de España (Barbero Santos ed. 1985) pone el acento acertadamente en la dimensión social de estas conductas y sigue sirviendo para contener la interpretación economicista del fenómeno que se fue imponiendo en los debates doctrinales a partir de los años 1990.

				

				
					7 Así, en el CP español, por ejemplo, las conductas con finalidad económica se reparten entre varios títulos o agrupaciones de leyes de los cuales solo el Título XIII, que engloba a los «delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico», y que incluye los robos y los hurtos, la extorsión, las estafas, las insolvencias punibles, los delitos societarios, la receptación y el blanqueo de capitales, reciben esta denominación. Pero muchas de las conductas penales con finalidad y/o de (graves) consecuencias económicas no están incluidas en este título del CP, sino en otros. Este es el caso, por ejemplo, de los delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social agrupados en el título XIV, así como de los Delitos contra la Administración Pública —título XIX—, que incluyen la malversación de caudales, el desvío de subvenciones y el pago de cohechos. También los llamados delitos urbanísticos o «contra la ordenación del territorio» están incluidos en el título XVI, a pesar de que sus consecuencias económicas y patrimoniales —también para la hacienda pública— son más que importantes.

				

				
					8 Véase también BKA (2014) así como Maguire et al. eds. (2012) y Van Erp et al. eds. (2015). No incluimos, sin embargo, los delitos societarios cuyo análisis requiere de metodologías específicas dada su complejidad.

				

				
					9 Becker (2002), Se han hecho muchos críticas a esta forma de comprender el delito económico basado en la mecánica de los supuestos económicos neoclásicos y al margen del tiempo y del espacio. Por ejemplo Champeyrache (2019).

				

				
					10 Véase el capítulo 2 (Ciclo inmobiliario y descriminalización del cuello blanco).

				

				
					11 Más extensamente en el capítulo 14.

				

				
					12 Naylor (2002 y 2003).

				

				
					13 Por ejemplo por Leff (1964).

				

				
					14 Hemos elaborado un sistema de indicadores para analizar empíricamente y cuantificar las diferentes sendas o pasillos de crecimiento en Fernández Steinko (2005).

				

				
					15 Hebberecht (2015).

				

				
					16 Sutherland (1999: 62). Véase también Álvarez-Uría (2009) y Ziegler (2009).

				

				
					17 No parece necesario, por tanto, insistir en si el concepto de «cuello blanco» alude más a personas que a delitos, como hacen algunos autores pues ambas cosas están íntimamente unidas a través de los recursos. Véase también Griffin (2002).

				

				
					18 Sutherland (1999: 62). Véase también de Barbero Santos (1985: 15s).

				

				
					19 Nelken (2012). Varias obras colectivas importantes publicados recientemente demuestran que la criminología ha empezado a tomarse en serio esta labor. Por ejemplo Van Erp et al. (2015).

				

				
					20 Franko (2007).

				

				
					21 Schünemann (2013).

				

				
					22 Por ejemplo Ziegler (2009: 57).

				

				
					23 Karstedt (2015: 58s.). Empíricamente: Weisburd et al. (1991).

				

				
					24 Karstedt (2015: gráfico 4.10).

				

				
					25 Sutherland (1999: 62).

				

				
					26 Véase capítulo 16 (Mercados y costes del blanqueo).

				

				
					27 Por ejemplo Shover y Scroggins en Tonry (2011) o Croal (2001).

				

				
					28 Véase capítulo 17.

				

				
					29 Véanse también los comentarios a la tabla 2.

				

				
					30 Fernández Steinko (2013a).

				

			

		


		
			2. EL DISCURSO DE LAS FINANZAS ILÍCITAS EN ESPAÑA 

			Hemos visto que las finanzas ilícitas se pueden ayuntar en dos grandes grupos: las generadas por conductas de cuello blanco y las de cuello azul. Pero el radar criminológico de una sociedad es altamente selectivo y no puede apuntar con la misma intensidad y al mismo tiempo hacia todas las zonas de la bóveda del delito. Dicha orientación tiene un fuerte contenido político y normativo, y cuanto más escasos sean los recursos disponibles en relación con la proliferación de las conductas ilícitas, más selectivos tendrán que ser los gobiernos a la hora de decidir dónde concentrarlos, aun cuando tengan que procurar no descuidar totalmente el resto. Estos mecanismos no son estáticos, sino que evolucionan continuamente con los cambios sociales, con la opinión pública, con los cambios de gobierno, con la actividad de los medios de comunicación y también con la jurisprudencia que se va acumulando con las sentencias. 

			La España democrática participa de los grandes ciclos de criminalización que se han venido sucediendo a lo largo de las últimas décadas en el mundo occidental, aunque su propia dinámica política, económica y normativa ha creado estados de opinión propios y diferenciados. Se pueden distinguir tres ciclos de criminalización de los delitos que estamos abordando aquí: el primero arranca con el período democrático, con la creación y consolidación del nuevo Estado de bienestar y culmina con la crisis económica de 1992-1993; el segundo —entre 1997 y 2008— está protagonizado por la bonanza generada por la liberalización radical de los mercados financieros, la incorporación de la peseta al sistema euro y por el aumento del peso del sector de la construcción, que alimentó una ola de corrupción urbanística que recuerda a los peores años de los tiempos de Primo de Rivera y del régimen de Franco; y el tercero se inaugura con el colapso financiero e inmobiliario de 2008, cuya gestión por parte del BCE llevó al país al borde de la quiebra soberana en la primavera-verano de 2012, provocando una crisis social, política y territorial de la que aún no se había recuperado cuando irrumpió el coronavirus en la primavera de 2020. Es probable que la pandemia provoque un nuevo cambio normativo en todo el mundo, así como un nuevo ciclo de criminalización de los delitos con finalidad lucrativa en España y en otros países. 

			La primera década del período democrático

			Los años 1977 y 1978 marcan en España el inicio de un período que, en su espíritu y en sus intenciones, se puede comparar al que inauguraron los países europeo-occidentales tras la Segunda Guerra Mundial1. Reposa en un amplio consenso político para atribuir a todos los ciudadanos españoles, incluidos los menos favorecidos, no solo derechos políticos, sino también sociales y educativos. El secretario del Tesoro de Estados Unidos, Henry Morgenthau, señalaba en 1937 que «los impuestos son el precio a pagar por una sociedad civilizada, pero son demasiados los ciudadanos que quieren una civilización barata». Más recientemente, Thomas Piketty afirmaba que «sin impuestos (y sin un control eficaz del dinero de los ciudadanos) no puede haber destino común ni capacidad colectiva para actuar». Exactamente eso es lo que se pretendía construir en España en los años de la transición política: una sociedad civilizada dotada de financiación, provista de una nueva «capacidad colectiva para actuar», que dejara atrás la «civilización barata» del pasado y que permitiera consensuar una serie de «deberes de solidaridad propios de una sociedad democrática» (Federico Carlos Sainz de Robles). 

			La base material de estos objetivos, en realidad una de sus expresiones más claras y directas, fue la reforma de 1977, destinada a crear un sistema fiscal progresivo inspirado en criterios redistributivos que reflejaban el deseo de ruptura normativa con los años del franquismo. Porque, a pesar de su grandilocuencia patriótica y su omnipresente intervencionismo ideológico, la solidaridad institucionalizada era muy escasa en dichos años: los grupos sociales más favorecidos no estaban obligados a corresponsabilizarse con el interés general, la evasión era un fenómeno generalizado y la presión fiscal efectiva estaba aún por debajo del 20 % del PIB a mediados de la década de 1970. El escasísimo peso económico del Estado y la falta de legitimidad de sus gobiernos hacían imposible la creación de infraestructuras públicas a la altura de las necesidades de la población y del grado de modernización del país. Esto explica que, a pesar de la novedad que representaba para muchos españoles tener que pagar impuestos directos, hubiera un amplio consenso sobre la necesidad de hacerlo con el fin de poder asentar el proyecto democrático sobre bases justas y civilizadas. 

			Aunque el Código Penal de 1944 siguió vigente hasta 1995 con algunos retoques importantes, los consensos políticos pasaban por redefinir una buena parte de las conductas ahora consideradas más perniciosas para la construcción del nuevo demos, por su criminalización explícita, incluida la del fraude fiscal. «El fraude fiscal no ha sido en España una enfermedad, sino el síntoma de una sociedad enferma […]; si pequeños hurtos son considerados delitos contra la propiedad es obvio, sin necesidad de razonamiento jurídico, que la gravedad pública de ciertas infracciones exige que estos hechos sean considerados pura y simplemente, como en otros países modernos, como hechos criminales y que el Código Penal debe expresar ante estos hechos la repulsa social ante actos obvios de insolidaridad ciudadana» (Francisco Fernández Ordóñez)2. Esto explica que el sistema fiscal fuera reformado por la vía de urgencia, incluso antes de ser aprobada la Constitución de 1978 (Ley 50/1977), reforma que incluía un régimen de sanciones para los evasores único en la historia reciente del país. Además, se legalizó el levantamiento del secreto bancario, una herramienta imprescindible para luchar contra la evasión fiscal. La criminalización del fraude fiscal llegó a ser tal que no pagar impuestos se asociaba al régimen franquista, como un acto explícito y deliberado de oposición al nuevo orden democrático. 

			El ambiente político que reinaba en el mundo era propicio para un cambio normativo de este tipo. Naciones Unidas venía celebrando desde la década de 1960 conferencias y congresos sobre criminalidad económica situándola en el centro de las discusiones doctrinales, incluyendo estas conductas en el grupo de «criminalidad organizada» y vinculándolas a las actividades de corrupción y a las prácticas de determinados grupos multinacionales3. En la República Federal de Alemania, el caso del empresario Karl Flick, que había pagado sobornos a varios partidos políticos en el Gobierno con el fin de que condonaran sus deudas con la Hacienda pública, despertó tal revuelo mediático y político en su país que incluso los militantes de los partidos beneficiados, apoyados por los medios de comunicación, consiguieron bloquear los intentos gubernamentales de amnistiar a los imputados, así como forzar un endurecimiento de las leyes de financiación de los partidos políticos4. El estado de la opinión pública europea era tal en este tema que en Italia se llegaron a convocar huelgas contra la evasión fiscal. 

			Nada de esto quiere decir que las conductas cambiaran de la noche a la mañana o que la ruptura normativa con el pasado fuera repentina o completa. El Estado español apenas contaba con herramientas eficaces para luchar contra el fraude, la formación de jueces y fiscales en asuntos de delincuencia económica era insuficiente y la policía, con algunas excepciones, solo estaba formada para perseguir delincuentes de cuello azul. La patronal bancaria impugnó la Ley del levantamiento del secreto bancario, y aunque los tribunales le dieron la razón a la Hacienda pública dicha Ley solo entró en vigor en 1983 en una versión desnaturalizada que solo afectaba a depósitos y cuentas corrientes y dejaba fuera las principales formas ocultas de patrimonio financiero. En un momento de máxima necesidad de recursos públicos para hacer frente al aumento del desempleo y para abordar la construcción del Estado de bienestar, los grandes patrimonios podían deducirse las minusvalías financieras de la base del impuesto, con lo cual sus declaraciones salían casi todas a devolver (Juan Francisco Martín Seco). En general, y aunque mejoraba, la conciencia tributaria de la ciudadanía aún era débil. Según un informe de 1986 del Tribunal de Cuentas, 92 de los organismos autónomos recién creados cometían infracciones y desarrollaban prácticas contables irregulares tales como la utilización de cajas B en detrimento de los caudales públicos. A mediados de la década de 1980 una comisión del Congreso concluyó que la adjudicación directa de contratas públicas era un mal tan endémico, heredado del pasado, que resultaba técnicamente imposible hacerle frente5. Hacia 1990 estalló el caso de la financiación ilegal del partido en el Gobierno y poco después le llegó el turno a la oposición con el Caso Naseiro, cuyos protagonistas fueron exculpados a causa de un procedimiento ilícito de obtención de pruebas6. En 1994 no menos de treinta políticos aforados tenían diligencias abiertas en la Sala Segunda del Tribunal Supremo. 

			Con todo, una mayoría social estaba dispuesta a romper normativamente con el pasado en favor del nuevo demos en construcción. «De la noche a la mañana, la sospecha de corrupción se convirtió en un estigma difícilmente aceptable por la sociedad, y personas que hace no mucho eran tratadas con respeto por su poder, por sus relaciones o por su dinero vieron cómo su capital perdía todo el valor en la bolsa de la opinión púbica […]. Se extendió así por toda España, sin una declaración previa de inicio de hostilidades, la guerra a la corrupción»7. «Defraudar al Estado es igual que hacerlo a un particular», declaraba el presidente del Tribunal de Cuentas en 1985: «hay que imprimir en la sociedad el ánimo de que un defraudador es tan peligroso como un estafador». La fiscalía llegó a pedir dos años de cárcel para una conocida tonadillera por no haber presentado su declaración de la renta correspondiente a dos períodos de cotización, un hecho insólito que pilló desprevenida a la acusada, que, como otros personajes con importantes recursos simbólicos, estaba acostumbrada a recibir un trato privilegiado por parte de las autoridades. 

			En 1987 el Instituto de Estudios de la Policía publicó el primer trabajo sobre la delincuencia de cuello blanco en España8, y con un régimen de control de cambios aún vigente, los delitos monetarios y aduaneros no eran vistos como infracciones menores, sino como delitos graves que impedían la consolidación de los pactos constitucionales. Esto llevó a la realización de estudios criminológicos sobre la huida de capitales —un delito que desangraba y sigue desangrando a los países con monedas frágiles9—, estudios que aún son de actualidad a pesar de la liberalización de los flujos de capitales desde principios de la década de 1990. El recuerdo de la cultura de la corrupción, del particularismo de los años del régimen de Franco y la visión de los destrozos urbanísticos de los años del desarrollismo estaban aún muy presentes, lo cual favoreció la criminalización de los delitos contra la ordenación del territorio y contra la destrucción del patrimonio histórico, una criminalización que, por fin, se plasmaría en el CP de 1995. La corrupción no desapareció, pero empezó a ser denunciada públicamente y su coste político fue en aumento. El Caso Filesa, de financiación ilegal del partido en el Gobierno, el caso del hermano del vicepresidente del Gobierno, el caso de corrupción del director de la Guardia Civil (TS 1493/1999), así como el de evasión fiscal del gobernador del Banco de España, todos ellos personas con mucha influencia política y económica, provocaron tal erosión de la legitimidad del Gobierno que este acabó con sus, hasta entonces, sólidas mayorías parlamentarias10. 

			La criminalización de las conductas de cuello blanco fue menos intensa en la Cataluña de esos años por dos razones. En primer lugar, debido a la capacidad de la narrativa de sus gobiernos nacionalistas de desactivarla o suavizarla con el argumento de que se trataba de ataques contra Cataluña por parte de España. Muchos ciudadanos catalanes aceptaron que determinadas conductas podían justificarse, pues formaban parte del «proyecto de construcción nacional» que defendían sus gobernantes11. La segunda explicación es la necesidad que tenían los sucesivos gobiernos centrales de los votos minoritarios de CiU en el Parlamento. Esto los llevó a dar instrucciones a los fiscales para que, en la medida de lo posible, retiraran o suavizaran las acusaciones contra sus dirigentes, así como a apaciguar la gravedad de las conductas delictivas en los medios de comunicación afines a cambio de apoyos parlamentarios en Madrid. El resultado fue un período de treinta años durante los cuales una parte de la población catalana tuvo una visión menos exigente de este tipo de conductas. «No se (trataba) de casos aislados, sino de prácticas habituales de un sistema de gobierno marcado por el clientelismo y la yuxtaposición de intereses púbicos y privados cuyo origen puede rastrearse en la función que ejerció Banca Catalana, donde se produjo una fusión entre patria y negocios»12. La yuxtaposición entre intereses públicos y privados había sido la norma en toda España en los años de la dictadura franquista, lo cual explica las críticas a las que se vieron sometidas estas prácticas en la década de 1980. Pero, por las razones señaladas, estas críticas no llegaron a tener la misma intensidad en Cataluña. Y eso a pesar de que en la década mencionada se acumularon allí los casos más importantes de corrupción y de que la mayoría de ellos pilotaban alrededor de la nueva Administración autonómica: los casos Banca Catalana, Lottogate, CARIC (Comisión de Ayuda a la Reindustrialización), Casinos, Planasdemunt y, ya en la década de 1990, los casos Cullell, De la Rosa o Estevill13. Tuvieron que pasar algunos años más para que la población catalana adquiriera conciencia de las dimensiones que había alcanzado la corrupción después de hacerse públicos los casos AP B 78/2016, ATSJC 1/6/2017, Pretoria o ATSJC 5/2013 bastantes años después, este último el tercero más largo de la historia delictiva española —23 años— después del caso de las extorsiones de ETA —35 años— y la estafa piramidal de Fórum Filatélico, que duró 28 años. 

			Mientras aumentaba la criminalización de los delitos de cuello blanco, los de cuello azul, que habían atraído casi en exclusiva el radar criminológico en los años del franquismo14, tendieron a disminuir. En 1981 fue indultado Eleuterio Sánchez, «el Lute», condenado a pena de muerte por los tribunales franquistas aunque conmutada después por cadena perpetua por haber cometido 112 robos y escaparse varias veces de la acción de la justicia. Este indulto desencadenó un amplio debate social sobre la relación entre desigualdad, delitos contra la propiedad y justicia penal, debate que conectaba con el deseo de abordar la modernidad del país sin olvidar a las clases menos favorecidas. La huida, en 1989, del guardia de seguridad Dionisio Rodríguez, «el Dioni», a Brasil después de robar casi dos millones de euros en protesta por una degradación, aparentemente injustificada, de su posición en la escala laboral de la empresa, también contó con la simpatía espontánea de una parte de la población. A pesar de que muchos ciudadanos y pequeños comerciantes sufrieron en la década de 1980 un aumento de los robos y los atracos protagonizados por drogodependientes, muchos consideraban estas conductas un problema sanitario más que de orden público y optaron por criminalizar a los clanes del narcotráfico antes que a los propios atracadores. Hasta el asesinato de los jueces italianos Falcone y Borselino a manos de la mafia italiana a principios de la década de 1990, la llamada «criminalidad organizada», un término nacido en Estados Unidos asociado a las conductas de cuello azul, aún gozaba de poco predicamento en Europa15. Incluso dos delitos de cuello azul particularmente crueles como son la extorsión y los secuestros cometidos por ETA y otras organizaciones con fines políticos, y que tuvieron su apogeo en esas mismas fechas, aunque fuertemente contestados por la mayor parte de la sociedad, no lo fueron tanto en determinadas zonas del País Vasco, donde ETA conservó un importante apoyo social hasta bien entrada la década de 1990. 

			Ciclo inmobiliario y descriminalización del cuello blanco

			La crisis de 1992-1993 provocó un fuerte aumento del paro en España, así como un incremento del déficit público, que puso en peligro la consolidación del aún tierno Estado de bienestar. Tras la caída del muro de Berlín, la mayoría de gobiernos occidentales radicalizaron las políticas monetaristas y la desregulación del sistema financiero, dándose inicio a un ciclo de casi veinte años que desembocaría en la crisis de 2008. La respuesta a la crisis de principios de la década de 1990, que provocó un incremento del desempleo en España hasta alcanzar el 24 %, fue la privatización y la desprotección jurídica de bienes públicos, desprotección de la que se esperaban nuevos impulsos para el crecimiento. La prevalencia del interés privado, entendido como colonización del interés público antes que como un espacio de coexistencia con este último destinado a garantizar el funcionamiento de una «sociedad civilizada» y a fundamentar «una capacidad colectiva para actuar», se convirtió en norma en la mayoría de los espacios políticos y mediáticos del país. Los grupos sociales vinculados a la rápida financiarización de la economía y a los llamados «chiringuitos financieros» —la apodada beautiful people— habían acumulado en poco tiempo mucho capital simbólico, y no pocos miembros de las clases medias, incluso de las clases populares, se convirtieron en prósperos empresarios de la construcción, un sector fuertemente dependiente de las decisiones políticas de gobiernos y consistorios16. 

			Tras varios años de inestabilidad política, el nuevo Gobierno creó las condiciones para favorecer la canalización de inversiones extranjeras hacia dicho sector con la pretensión de convertirlo en la locomotora de su economía. En 1997 aprobó la Ley del suelo, que convirtió todo el territorio del país en potencialmente urbanizable, una situación que incentivó la desprotección jurídica de paisajes, conjuntos históricos e infraestructuras urbanas de uso público. Dada la extraordinaria riqueza patrimonial y natural susceptible de ser puesta en valor en un país con más de medio millón de kilómetros cuadrados, miles de kilómetros de costas y unas infraestructuras viarias excepcionales, las recalificaciones y desprotecciones jurídicas generaron plusvalías únicas en el mundo convirtiendo las inversiones en el sector español de la construcción en un «punto financiero caliente» —financial hot­spot—, es decir, de los más rentables del planeta. Esto alimentó la burbuja inmobiliaria más importante de todos los tiempos, superando, incluso, a la que había conocido Japón diez años antes17. La ralentización de la economía en los grandes países europeos, que llevó a sus ciudadanos a apostar por los bienes inmuebles españoles, favoreció la canalización de los ahorros de sus clases medias hacia las costas españolas. La nueva estabilidad monetaria impulsada por la creación del sistema euro, las políticas de bajos tipos de interés del BCE y la excepcional rentabilidad de los activos inmobiliarios españoles, con plusvalías de más del 200 %, crecimientos anuales de precios de hasta el 17 % y beneficios superiores al 30 % en algunos casos, produjeron la entrada sostenida de cantidades ingentes de capital extranjero hacia el sector18.

			Resulta imposible explicar esta rentabilidad sin considerar las medidas de desprotección jurídica del patrimonio inmobiliario que se fueron extendiendo por ayuntamientos y comunidades autónomas, así como la ola de prosperidad local que generaron. Solo una parte era claramente lícita, si bien dicha parte bastó para que se fuera creando una cultura muy permisiva con los delitos contra la ordenación del territorio, que llegó a parecerse a la de los tiempos preconstitucionales19. La capacidad del sector de la construcción para generar empleo e ingresos tributarios locales en muchas comarcas y corporaciones locales infrafinanciadas en relación con las competencias asumidas constitucionalmente, favoreció la complicidad activa —y sobre todo pasiva— de no pocos ciudadanos en su condición de beneficiarios indirectos. A esto se suma una cultura débil de la defensa del patrimonio colectivo heredera de los años de la Dictadura, así como la exaltación del rápido enriquecimiento personal que se fue imponiendo en el discurso político y cultural de aquellos años. 

			Los procedimientos utilizados para desproteger ilegalmente el patrimonio inmobiliario —sobre todo el de titularidad pública—, que incluyen el pago de cohechos en muchos casos, son técnicamente muy similares a los de las operaciones de malversación, lo cual favoreció la proliferación de estas últimas sin que tampoco fuera contestada con excesiva contundencia por la población, por los gobiernos locales y autonómicos y por los medios de comunicación: Cataluña dejó de ser excepcional en el conjunto de España20. Los medios informaban sobre personajes con comportamientos dudosos, no tanto criticándolos como envolviéndolos en un aura de éxito y glamur, como ya venía sucediendo en algunos municipios de la Costa del Sol y de la Costa Blanca desde hacía varios años o incluso décadas21. Poco a poco las prácticas ilícitas fueron taladrando los consensos fraguados en los años de la transición democrática sin alertar a la opinión pública y sin que sus protagonistas tuvieran que pagar por ello un coste destacable. Todo lo contrario. Determinados personajes y partidos políticos, algunos creados ex profeso con fines delictivos, conseguían ganar elecciones municipales con mayorías absolutas; mayorías que, en algunos casos, permitieron blindar esta clase de prácticas durante varias legislaturas. Los fiscales contaban con medios irrisorios para perseguirlas: «éramos unos pocos fiscales con unos pocos policías y algunos técnicos. No solo es que la Fiscalía Anticorrupción no tuviera medios, es que el Estado no tenía los medios que tiene hoy. Yo creo que éramos pioneros, estábamos abriendo camino en una actividad que era muy necesaria porque la corrupción ya era endémica, pero era muy impopular» (fiscal Carlos Castresana). 

			Paradójicamente, el ciclo de descriminalización de la corrupción municipal en España coincidió con la incorporación del problema de la corrupción a la agenda política de varias organizaciones internacionales en la década de 199022. El fin de la guerra fría hizo caer en desgracia a muchos gobiernos corruptos. Los grupos empresariales occidentales con intereses en países en vías de desarrollo empezaron a criticar el mal funcionamiento de sus instituciones debido a las prácticas corruptas, haciéndolas responsables del subdesarrollo y de la ralentización de las inversiones extranjeras23. Esta ola internacional de criminalización de la corrupción, que se refleja en numerosos encuentros y estudios firmados por organismos internacionales, no tenía en cuenta la situación de España por aquellos años, porque la corrupción española no solo no frenaba la rentabilidad de las inversiones ni reducía la seguridad jurídica, como sucedía en los países en desarrollo, sino que favorecía la llegada al país de capital foráneo. El modelo de crecimiento reducía, además, el gasto público y el desempleo, lo cual parecía confirmar las doctrinas económicas promulgadas por las autoridades europeas de la época, según las cuales era posible alcanzar un equilibrio entre todos estos factores, un equilibrio que no pocos gobiernos daban por imposible, pero que España parecía demostrar que no era así. El modelo español se convirtió en un ejemplo a seguir, aun cuando pasara por no ver la corrupción urbanística y la malversación de caudales que lo acompañaban. Un español fue elegido para el cargo de director del Fondo Monetario Internacional.
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